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SENTT]NCIA INTERLOCUTOIIIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

[-ima.22 de octubre de 2018

a de lundamentación la supucsta vulneración que se invoque
aucs tión de Derecho coDtenida en el recurso no sca de especial

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Mauro Tupia Sulca contra
la rcsolución dc fojas l30, de fecha 1,1 de julio de 2016, expedida po¡ la Sala Pe¡al de
Apelaciones de la Corte Superior de Justiciá de Ayacucho que declaró infundada la
dema¡da de habeas c.r¡pr.r de autos.

¡-UNDAMENTOS

En la scntcncia emitida en el Expedierte 00987-2014-PA/TC, publicada en el diJlio
ofictal El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
lundamento 49, con carácter de precedcnte, que se expedirá sentencia interlocutolia
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos! que igualmente están contenidos e¡ el articulo 11 del Reglamento
Normativo del Tribunal Constitucional:

ascendencia constitucional

d)

La cuestión de De¡echo invocada contradiga u¡ precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. Ln el presente caso, se evidencia que el recuaso de agravio no está relerido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando ¡o está relacio¡ado con ei contenido
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental; cuando versa sobre un
asunto matcrialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, ñnalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

l. Ilxpresado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado e¡ el lundalnento 50 dc
la sentenoia emitida cn el Expedienle 00987-2014-PA/TC. una cuestión no re\isl,r
especial trascendencia co¡rstitucional en los siguientes casos: (l) si una t'utura
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resolL¡ción del TribuDal Constitucional no soluciona algún conllicto de relevancra
constitucional, pues no existe lesión que comprometa el dcrecho fundamental
involucrado o se lrata de un asunto que no corresponde ¡esolver en la ric
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derecho
constitucional invocado y no median r¿zones subjetivas u objetivas que habilitel1 a

este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

En el caso de autos, el ¡ecurso inte¡puesto no está relacionado con uDa cuestión dc
Dcrccho de cspecial trascendencia constitucional, toda vcz que no está referido al
contenido conslitucionalmente prolegido del derecho a la Iibertad pesonal materi¿
de tüela del habeas corpus. En efecto, el ¡ecuÍente cuestio¡a las Resoluciones 19
y 20. de l¿cha 2l de marzo y 14 de mayo de 2013, respectivamente, a través de las
cuaies el Juzgado de Paz Lelrado de San Juan Bautista, aprobó la liqr,ridació[ de

alirnentos devengados y resolvió ¡emitir las copias certificadas pertinentes al
representante del MiÍisterio Público a fin de que proceda conlb¡me a su¡s

ibnciones, en el nrarco del proceso sobre alimentos seguido en su contLa
iente 007I3- I996-0-050I -JP-FC-0I )

e alega que el citado juzgado de paz letrado ordenó la liquidación de alimentos
devengados, hizo el'ectivo el apercibimiento relacionado con el incumplimiento de
pago por parte de1 actor y de inmediato remitió las copias de los acluados a la
fiscalia de turno, lo cual constituye un abuso puesto que la sentencia de alimentos
enritida en dicho juzgado aún no había sido dcclarada consentida mediante un acto
procesal, pues era materia de cueslionamiento vía recurso de apelación.

6. Al respeclo, esta Sala aprecia que las resoJuciones judiciales que cuestio¡a el
recure¡te! que fueran emitidas en el ma¡co de un proceso sobre alimentos, no
dete¡minan agravio alguno en el derecho a la liberlad personal materia de tutela del
habeas corpus. Por consiguiente, este extremo del recu¡so de autos debe ser
declarado improccdente.

7. De oiro lado, se cuestiona la Denuncia Penal 139-2013, de fecha 12de julio de
2013, mediante la cual la Cuarla Fiscalia Provincial Penal de Huamanga fornralizó
denuncia penal contra el recurente por el delito de omisión de asistencia fámiliar
(SIATF 264-2013). Se alega que la referida fiscalía preservó la legalidad, pues no
hizo reparo liente a la irregularidad del proceso de alimentos en el que la sentencia
no habia sido declarada consentida a efectos de ]a liquidación y remisión a la
fiscalia.
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8. Sobre el panicular, se tiene que la citada denuncia penal no determina ni incide en
ul1a afectación negativa, conc¡eta y di¡ecta er el de¡echo a la libertad personal
materia de nrlela del hetbeas co,"pur, contexto en el que este ext¡enro del recurso
también debe ser declarado improcedente.

Finalmente, se cuestiona el P¡oceso Penal 01222-2013 -0-0501-JR-PE-04 seguido
contra el recurrente ante el Cuarto Juzgado Penal de Huamanga por el dclito dc
omisión a la asistencia familiar. Se alega que el proceso penal fue abiedo pcse a
que la sentencia de alimentos no habia sido dcclarada consentida dc oficio; es dccjr,
se inició el proceso penal sobre la base en una sentencia de alimentos que no

contaba con el requisito de procedibilidad de haber sido declarado consentida, lo
cual ¡csulta arbitrario, pues el acto¡ se encuent¡a recluido en base a un mandato de

ón dictado en el cuestionado proceso penal

, csta Sala advierle que la controversia planteada escapa al ámbito de

del habea.r corpus y se encuentra rclacionado con asuntos de mera legalidad

V

que deben ser evaluados por Ia propia judicatura ordina¡ia, como son los alegatos
releridos a los ¡equisitos legales para iniciar un proceso penal por omisión a la
asistencia familiar.

I 1. En consecuencia, se verifica que el presente recurso de agravio ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del lundamento 49 de la senrencia
emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del aÍículo 11 del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, correspondc
declarar, sin más trárite, improcedente el rccuNo de agravio constitucional-

Por estos fundamentos, el Tribu¡al Constitucional, con la autoridad que le
co¡ñere la Constitr¡ción Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Salclaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferero Costa.



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

MIRA.NDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA B

il lil|tflililt ffit
EXP. N.' 043 89-20 t6-PHC/TC
AYACUCHO
MAURO TUPIA SULCA

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de

Derecho conle¡ida en el ¡ecu¡so carece dc cspeci Trascendencia conslitucional

Publíquese y notifíquese.

SS,

11 L-42/ v

Lo

OT

-e_/
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VOTO SINCULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad quc n1e olorga la Constitución, y con el mayor respelo por la ponenci¿
de mi colega magistrado! emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del prccedente vinculante cstablecido en la Sentellcia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCU1ORIA DENECAI'ORIA, por los 1ündamentos que a
continuación expongo:

EL TTUBUNAL CoNSTITUCToN^L coMo coRlit DE REv¡sIóN o F^LLo y No DE
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionales como
insta¡cia de casación y la Constitución dc 1993 convirtió al l ribunal Constitucional
en instaocia de fallo. La Co¡stitución dcl 79, por primera vez en ouestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano f/d roc, independiente del poder

Judicial, con Ia tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lundamentalcs.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Carantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el tenitorio nacional para conocer. ez vía de casación, delos habea.s corpus
y amparos dene8ados por el Podcr Judiei¡1. Io que implicó que dieho Tribunai no
consrituía una instancia habilitada para lallar en iorma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dere.ho. teiunocido\ cn lc ( onstitu.iin.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Carantías
Constilucionales, vigenle en ese momento! estableció, en sus a(ículos 42 al 46, quc
dicho órgano, al encontrar una resolucjón denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramilación y resolución de la demanda. procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo lallo siguiendo sus li¡earnienros,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenarzas y vulneración de derechos fue seriameñte
modiflcado en la Constitución de 1993. En primcr lugar, sc amplían los
mecanismos de tufela dc dos a cuatro, a saber, habedt corpüs, aÍ\parc, habeas alata
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Iribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad. aun cuando la Constilución lo
califica erróneamcnte como "órgano de control de Ia Constirución,,. No obstante. cn

lvt
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materia dc procesos constitlrcionalcs dc Ia libertad, Ia Constituci(nr establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o f'allo.

5. Cabe señal que la Constilución I'olítica del Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últína y
definilba insldncid, lar resolaciones denegatorids d¡ctadas en los procesos de
habeas corpus, anpdro, habeas data y acción de cunpliníentu". Esta disposición
constituc¡onal, desde una posición de lranca ¡utela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúc los alegalos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravondría ma¡datos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de ia persona humana v el respeto de su dignidad como fin slipremo de la
sociedad y del Estado (articulo 1), y "h ohsen:anctu del debido prcceso y tutelo
juristliccional. Nítlguno penona prctlc scr detviada de la jurisdiccún
predeleminoda por la ley, n¡ sonetida a procedinienta di.-¡ínto de los prer¡Gmefite
eslablec¡dos, ni juzgad por ri-ganos jw¡sdicc¡o¡1ole s ¿c e\cepció11 ni por
comis¡o eÍ especiales creadas al efecto cuolquiem se.l ru d¿nominación",
Lon¡agraLl¡ rn elaticulo l3a. in.isó ,.

6. Como se advierte, a difcrcncia de Io clue acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la últilüa instancia constitucional tiene lugar por la \ía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo dc interpretación de la Constitllción capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc Ia libefad cuando el agraviado Do haya obtenido una
protección de su derecho en scdc dcl Poder Judicial. En ot.as palabras, si lo que
eslá en discusión es la supucsta aoenaza o lesión de Lln derecho fundamental, se
debe abrir la via corespondicnte para que el Tribunal Coostilucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitLrcionales mcdiante un pormenorizado
analisis de lo que se prcrcnde. d( lo que \e in\oca.

lL DERECHo ,\ sliR oiDo corlo MANI!'ust .\cr(iN D[, t,A DE]\tocR^itzACtóN DE Los
PRocEsos CoNs rucroNAl,ES DE LA LtB¡]lr'[,\t)

8. La administración de justicia constitucional de la libcrlad que brinda el Tribunal
Conslitucional, desde su crcación, es respetuosa, como corresponde. del derecho dc

tw1

7. Lo constitucional cs escuchar a la parte coÍno concretización de su derecho
irren!¡nciable a la defensa; además, un ltibunal Co¡lstitr¡cional constituye el lnás
efectivo medio de defensa dc los derechos f'undamentales [rcnle a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunlo de la .jüsticia frente a la
arbitrariedad.
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defensa inhercnte a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, inlereses y obligaciones.

9. Prec¡samente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la def¿nsa, la cual, sólo es
efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

l0- Sobre la intervención de las pades. comesponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar _iusticia co¡stituye una maniflstación del poder quc el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio rcsulta constitucional cuando se
brinda con estricto respelo de Ios dercchos inherentes a ¡odo ser humano, lo qus
incluye el derecho a ser oido con las debidas gar¿ntías.

11. Cabe añadir que la pa(icipación directa de las partes, cn defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, lambién constituye un el€mcnto quc
democratiza el proceso. De lo contrario. se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar Io correspondiente a su fávor, Io que resultaria
excluyente v antidemocrático. Además, el Tribunal Consti¡ucio¡al tiene el deber
ineludible de optimizar. en cada caso concreto, las razoncs. Ios motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razoncs, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Dercchos Humanos ha establecido quo el
derecho de defensa "obliga dl Estado a tratdr al indbíduo en todo momento conk)
un yerdadero sujeto del pnceso, en el mas dnplío senf¡do da es¡e concepto, y no
simplemente co,no oh¡eto del mismo"t, y que "pure que exi.tto debirlo proieso iegal
?s preciso que an justiciable puetla hacer yaler su¡ derechc¡s y defender sus
¡ntereses en-forntu efectíya y en Londicíones de igualdatl ptoc¿ral con otros
j asticiable,r "' .

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentcncia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y olros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafb 146.

M
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NATURAI,EZA PRoCESAL DEL RECURso DE AGRAyIo CoNsTIt LrctoN,{L

11. El nrodelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constittción no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violac;óñ de sus
disposiciones. Dioho Tribunal es su inlóryrete supremo. pero no su reaormador, toda
vez que como órgano constituido también cstá sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitLtcional de la libertad la denominada
"sentencia inlerlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica. ya que el Tribunal Colrstitucional no tiene competensia
para "revisar" ni mucho menos "recalillcar" el rccurso de agravio constitucional,

15. De confor¡nidad con los artículos l8 ¡,20 del Código Procesal ConstitLrcional, cl
Tribunal Constilucional no "concedc" el recurso. Esta es Llna competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. A1 Tribunal lo que le corrcsponde es conocer del
R{C y pronunciarse sobre el fondo. Por cnde, ¡o le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el cont¡ario de "conocer" Io que la parte alctsa
como un agravio que Ie causa indefensión.

16. Por otro lado, la "seDaencia interlocutoria" establece conlo supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido! en cl mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos cspecificos, a saber.
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no dcfinirlo, ni justificarlo.
convierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, loda vez que se podaÍa
afectar, entrc otros, el derecho fundamenial de defensa. cn su manifestación de ser
oido con las debidas garantías. pucs ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, ,r¡rl¿t¡is mutdnd¡s, el prcccóe¡te vinculantc contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/l C repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, corno en el caso Luis Sánchez Lagomarci¡o Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del misr¡o n1odo, oonstitu)e une reafiínación de Ia naturaleza
procesal dc los procesos constitucionales de Ia libertad (supletoriedad, via previa,
vías paralelas, lilispendencia, invocación del delecho constitucional Iíquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constil!¡cionales de Ia libertad sean dc
una natl¡raleza procesal dislinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
mot¡vo para que se pueda desvirtuar la escncia principal del rscürso de agrav¡o
constitucional.
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19. Portanto, si se tiene en cuenta que la justicia cn sede constitLrcional rcpresenla Ia
última posibilidad para proteger y reparar los derechos li¡ndamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoqlle a audiencia para la
vista, lo que garantiza quc el'lribunal Constitllcional, cn t¿n1o instancia última y
definitiva, sea la adecuada para podcr cscuchar a las personas alectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia cn el Poder ludicial;
especialmente si sc tiene en cuenta que, agolada la vía constitucional, aljusticiable
solo Ie queda el camino de la jLrrisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa dcl derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defcnsa lotal de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual r1 del¡nder su derecho
está delendiendo cl de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protecció¡r judicial auténtice".
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